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En este sentido, hemos dirigido Resolución a la Delegación Territorial de Salud y Consumo de Granada para que reconoz-
ca a la promotora de queja su “condición de interesado” en el procedimiento sancionador que pudiera iniciarse tras su 
denuncia, por ostentar un interés legítimo, con todos los efectos legales que de dicho reconocimiento deben derivarse. 

La denuncia formulada se refería a posibles incumplimientos del Reglamento de Suministro Domiciliario de Agua en 
Andalucía por parte de una entidad suministradora, por lo que estimamos necesario que se atendiera su solicitud de 
tenerle por interesado en el correspondiente procedimiento, analizando el interés alegado por la persona denunciante 
y la posible incidencia de la resolución sancionadora que se dictase sobre la misma.

A nuestro juicio, las alegaciones de la promotora de queja eran suficientes para que el Servicio de Consumo pudiera 
valorar que concurría un interés legítimo para tenerla por parte interesada porque la resolución del procedimiento 
sancionador podría producir un beneficio/perjuicio en su esfera jurídica.

Asimismo, entendíamos que ostenta un interés legítimo a ser parte en el procedimiento y obtener información sobre 
las actuaciones desarrolladas en el mismo y la resolución dictada.

De este modo, se le permitiría conocer el posicionamiento de la administración y, en su caso, si se adoptasen medidas 
correctoras para obligar a la empresa al cumplimiento adecuado de sus obligaciones.

También hemos intervenido para garantizar el derecho de acceso a la información pública correspondiente a ex-
pedientes sancionadores cuando hemos observado que no se ha atendido debidamente.

Así, hemos tenido que dirigirnos a la propia Consejera de Salud y Consumo para trasladar la respuesta de la Delegación 
Territorial de Cádiz a la Resolución que le habíamos formulado en junio de 2022 para que concediera a una asociación de 
consumidores el acceso a la información solicitada en virtud de la Ley 19/2013, de Transparencia, Acceso a la Información 
y Buen Gobierno (LTAIBG), una vez acreditado que no concurría el límite contemplado en el art. 14.1.e) de dicha norma.

Sin embargo nos ha sorprendido la justificación ofrecida por la citada Delegación Territorial de Salud y Consumo para 
no acceder a dicha petición, ya que se limita a apelar a los artículos 20 y 24 LTAIBG, que mencionan la posibilidad de 
reclamar ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. Concluyen que, al no constar que la asociación presentara 
en tiempo y forma esta reclamación, no pueden acceder a nuestra Recomendación, “ya que de hacerlo esta Delegación 
Territorial estaría actuando en contra de la norma que regula el procedimiento”.

Al respecto hemos señalado, en primer lugar, que la reclamación al Consejo de Transparencia y Protección de Datos de 
Andalucía es potestativa, por lo que no entendemos que su falta sea un impedimento para aceptar la Recomendación 
formulada.

En todo caso valoramos que resulta necesario un pronunciamiento del organismo afectado acerca de las consideracio-
nes que hemos trasladado en nuestra Recomendación, cosa que no se ha producido.

Todo ello con independencia de la vía procedimental que la Delegación Territorial considerase oportuno articular para 
reconocer a la asociación el acceso a la información solicitada, en caso de aceptar el criterio señalado por esta Institución.

En este sentido hemos tenido que recordar que, a través de las consideraciones contenidas en la Recomendación dicta-
da, advertíamos el error de valoración contenido en la resolución de inadmisión de la solicitud de acceso a información 
pública presentada por la asociación de consumidores, señalando que no se habría efectuado como parte interesada en 
el procedimiento incoado tras su denuncia sino haciendo uso de la posibilidad que a estos efectos reconoce la legisla-
ción de transparencia a «todas las personas» (art. 12 LTAIBG y arts. 6.b) y 7.b) Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia 
Pública de Andalucía).

Por el momento nos encontramos a la espera de la respuesta de la Consejería, a la que hemos interpelado en su calidad 
de máxima autoridad del organismo afectado.

2.2.6.2.  Actuaciones de oficio
En lo que se refiere a las actuaciones de oficio iniciadas en 2023, a continuación se relacionan las mismas:

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-a-la-administracion-que-le-reconozca-su-condicion-de-interesado-en-un-procedimiento
https://www.boe.es/buscar/pdf/2013/BOE-A-2013-12887-consolidado.pdf
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	▷ Queja 23/5518, para interesarnos por la adecuada atención a colectivos vulnerables, en particular personas mayores y 
con discapacidad, afectadas por la brecha digital en el proceso de compra de billetes de una empresa de transporte 
por carretera de viajeros que opera en la estación de autobuses Plaza de Armas de Sevilla.

	▷ Queja 23/9572, dirigida a la Secretaría General de Energía (Consejería de Industria, Energía y Minas), Dirección Ge-
neral de Consumo (Consejería de Salud y Consumo) y la distribuidora Endesa para proponer medidas que garan-
ticen la seguridad jurídica en la tramitación de expedientes de anomalía eléctrica y unos criterios homogéneos en 
la tramitación de las correspondientes reclamaciones ciudadanas ante las unidades administrativas competentes 
en materia de energía. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-empresa-de-transportes-nos-informa-de-los-canales-de-atencion-que-dispone-para-permitir-la
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/proponemos-medidas-para-garantizar-la-seguridad-juridica-de-las-personas-afectadas-por-expedientes
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